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Abstract 

 

Ante la notoria relevancia del Reglamento (UE) 2022/2065 de servicios digitales, el 
legislador europeo ha querido garantizar su eficacia instaurando en él un régimen de 

aplicación híbrido, tanto público como privado. Dado el desconocimiento de este 
último, la investigación pretende examinar su funcionamiento, ahondando en las 
cuestiones internacional-privatistas que genera y en los obstáculos que estas 

pueden suponer para su empleo.  

 

Given the clear significance of the European Digital Services Act, The European 

legislator has sought to ensure its effectiveness by establishing a hybrid enforcement 
regime, combining both a public and a private system. Given the lack of familiarity 
with the latter, this research aims to examine how it operates, delving into the issues 

of Private International law that it raises and the obstacles these may pose to its use. 

 

 

Palabras clave: Reglamento de Servicios Digitales, aplicación privada, competencia 

judicial internacional, ley aplicable 

 

Key words: Digital Services Act, private enforcement, international jurisdiction, 
applicable law 
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I. A título introductorio: el Reglamento de Servicios Digitales y su régimen de 
aplicación y ejecución 

Frente a la reciente y creciente proliferación de los riesgos digitales, la Unión 
Europea ha decidido alejarse de su tradicional actitud neoliberalista en la regulación 

digital para adscribirse a un modelo más intervencionista de control en el que ha 
dictado diferentes “leyes digitales europeas”1. El propósito a través de estas leyes, 
que según la mayoría de la doctrina incluirían el Reglamento General de Protección 

de Datos2, el Reglamento de Mercados Digitales3, el Reglamento de Inteligencia 
Artificial4 o el Reglamento de Servicios Digitales5, consiste en atajar aquellos peligros 

cada vez más frecuentes en el entorno en línea. 

En concreto, aquellos Reglamentos no solo pretenden contribuir al correcto 
funcionamiento del mercado interior, tal y como estipula el art. 114 TFUE sobre el 

que articulan su base jurídica, sino que, además, también tienen la intención de 
proteger los derechos y valores europeos, en línea con el denominado 

“constitucionalismo digital europeo” al que se adscriben 6.  

Ahora bien, a pesar de que las metas a alcanzar por las normas mencionadas sean 
similares, parece que la relevancia de cada una de ellas podría no ser la misma. En 

particular, se ha dicho que, de todas las leyes digitales europeas, el Reglamento de 
Servicios Digitales, que entró en funcionamiento el 17 de febrero de 2024 (art. 93.2 

 
Fecha de recepción del original: 4 de mayo de 2026. Fecha de aceptación de la versión f inal: 7 de 

junio de 2026. 
 
 
1 LÓPEZ-TARRUELLA MARTÍNEZ A. “El futuro Reglamento de inteligencia artif icial y las relaciones 
con terceros Estados”, Revista Electrónica de Estudios Internacionales , núm. 45, 2023, p. 2.  
2 Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a 

la protección de las personas f ísicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre 
circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de 
protección de datos). DO núm. L 119 de 4 de mayo de 2016. 
3 Reglamento (UE) 2022/1925 del Parlamento Europeo y del Consejo de 14 de septiembre de 2022 
sobre mercados disputables y equitativos en el sector digital y por el que se modif ican las Directivas 
(UE) 2019/1937 y (UE) 2020/1828 (Reglamento de Mercados Digitales). DO núm. L 265 de 12 de 

octubre de 2022.  
4 Reglamento (UE) 2024/1689 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de junio de 2024, por el 
que se establecen normas armonizadas en materia de inteligencia artif icial y por el que se modif ican 

los Reglamentos (CE) n.° 300/2008, (UE) n.° 167/2013, (UE) n.° 168/2013, (UE) 2018/858, (UE) 
2018/1139 y (UE) 2019/2144 y las Directivas 2014/90/UE, (UE) 2016/797 y (UE) 2020/1828 
(Reglamento de Inteligencia Artif icial). DO núm. L 2024/1689 de 12 de julio de 2024.  
5 Reglamento (UE) 2022/2065 del Parlamento Europeo y del Consejo de 19 de octubre de 2022 
relativo a un mercado único de servicios digitales y por el que se modifica la Directiva 2000/31/CE 
(Reglamento de Servicios Digitales). DO núm. L 277 de 27 de octubre de 2022. 
6  DE GREGORIO G. Digital Constitutionalism in Europe. Reframing Rights and Powers in the 
Algorithmic Society, Cambridge University Press, Cambridge, 2022, p. 24.  
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RSD), sería el que podría jugar un rol más significativo, por cuanto podría modificar 
de manera más destacada el funcionamiento del entorno en línea7.  

De modo específico, el Reglamento de Servicios Digitales o Digital Services Act (en 
adelante, “RSD”) pretende conseguir un entorno en línea seguro y fiable en el que se 

protejan de manera efectiva los derechos fundamentales (art. 1.1 RSD). Bajo este 
propósito, el RSD tiene por objeto disciplinar el comportamiento de los prestadores 
de servicios intermediarios en línea que operan en la Unión8, con independencia del 

lugar donde se encuentre su establecimiento (art. 2.1 RSD)9, y para ello les ha 
impuesto un conjunto de obligaciones de diligencia debida, que son más exigentes 

según el tamaño y el tipo del prestador (cdo. 41 RSD). El resultado es que las 
plataformas y los mercados en línea de muy gran tamaño, como Tiktok, LinkedIn, 
Amazon, Booking o Instagram, serán los prestadores que deberán hacer frente a 

mayores imperativos.  

No hay aquí espacio para abordar ni detallar la totalidad de las obligaciones de 

diligencia debida instauradas por el RSD y reguladas en su Capítulo III (arts. 11 a 48 
RSD). Sin embargo, grosso modo, conviene admitir que están relacionadas con la 
transparencia de los prestadores de servicios intermediarios, con su diseño, su 

moderación de contenidos y su gestión de riesgos. En este sentido, y a modo 
ilustrativo, el Reglamento prohíbe los patrones oscuros (art. 25 RSD), y obliga a que 

las plataformas detallen en sus Términos y Condiciones sus actuaciones de 

 
7 CIOFFI J. W., KENNEY M. F., ZYSMAN J. “Platform power and regulatory politics: Polanyi for the 
twenty-f irst century”, New Political Economy, vol. 27, núm. 5, 2022, p. 829.  
8 Además, cabe señalar que el Capítulo II RSD (en particular, los arts. 4 a 6 RSD) reproduce y deroga 

las exenciones de responsabilidad para los prestadores de servicios de intermediación recogidas en 
los artículos 12 a 15 de la Directiva sobre el comercio electrónico (Directiva 2000/31/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2000, relativa a determinados aspectos jurídicos 

de los servicios de la sociedad de la información, en particular el comercio electrónico en el mercado 
interior (Directiva sobre el comercio electrónico). DO núm. L 178, de 17 de julio del 2000). Sin 
embargo, el incumplimiento de cualquiera de estas normas no estaría sujeto al régimen de aplicación 

privada del RSD, por lo que las dejaremos de lado en esta ocasión.  
9 La doctrina ha considerado que este aspecto, común a las leyes digitales europeas, tiene como 
resultado su aplicación extraterritorial: véase, por ejemplo, SVANTESSON D.J.B. “A Jurisprudential 

Justif ication for Extraterritoriality in (Private) International Law”, Santa Clara Journal of International 
Law, vol. 13, núm. 2, 2015, p. 519. Por lo tanto, la doctrina se ref iere al alcance extraterritorial del 
RSD en la medida en que se aplica a todos los prestadores de servicios intermediarios que operan en 

la Unión, incluso si están establecidos fuera de ella. Sin embargo, en este contexto y en nuestra 
opinión, el término “extraterritorialidad” no debe identif icarse en ningún caso con una base jurídica 
ilegítima, ya que el RSD solo se aplica extraterritorialmente en casos relacionados con el mercado 

interior. Cabe señalar asimismo que la aplicación extraterritorial es la única forma que tiene la UE de 
lograr un “level playing field” entre todos los operadores económicos de la Unión y de proteger a 
todos los usuarios digitales de su territorio (KUNER C. “The Internet and the Global Reach of EU 

Law”, LSE Law, Society and Economy Working Papers , vol. 4, 2017, p. 20, y HÖRNLE J. Internet  
jurisdiction: law and practice, Oxford University Press, Oxford, 2021, pp. 22 y 31). 
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moderación de contenidos (art. 14 RSD), a que evalúen y ataquen los riesgos que se 
derivan de sus servicios (arts. 34 y 35 RSD), y a que permitan que sus usuarios 

puedan señalar los contenidos ilícitos a través de mecanismos internos de 
notificación (art. 16 RSD) y de sistemas internos de gestión de reclamaciones (art. 

20 RSD), entre muchas otras.  

A la postre, se busca proteger a todos los destinatarios o usuarios digitales de dichos 
servicios, tanto profesionales como consumidores, frente a los peligros del entorno 

digital. De hecho, este ambicioso objetivo ha justificado que el RSD se haya 
calificado como la nueva “Constitución Digital europea”10.  

Ahora bien, el hecho de que el RSD alcance aquellas metas tan loables depende por 
entero de la eficacia de su régimen de aplicación y ejecución. Consciente de ello, el 
legislador europeo ha instaurado en la norma un régimen de aplicación y ejecución 

sofisticado y robusto, que abarca casi la mitad de los preceptos del instrumento 
(Capítulo IV, arts. 49 a 88 RSD), y que se caracteriza por su naturaleza híbrida. De 

acuerdo con esta, el sistema de aplicación pública (public enforcement), típicamente 
característico de normas administrativas como el RSD, se acompaña de un sistema 
de aplicación privada (private enforcement).  

En síntesis, el sistema de aplicación pública del RSD permite que las autoridades de 
supervisión correspondientes (nacionales y la Comisión Europea) investiguen y, en 

su caso, sancionen a los prestadores de servicios intermediarios infractores de las 
obligaciones de diligencia debida del instrumento. Por su parte, la aplicación privada 
del RSD permitiría que los usuarios digitales, ya sea individual o colectivamente 

(arts. 86 y 90 RSD), se dirijan judicialmente contra los prestadores de servicios 
intermediarios que les hubieran ocasionado daños y perjuicios como consecuencia 

del incumplimiento de las obligaciones del Reglamento (art. 54 RSD).  

Sin embargo, el hecho de que el RSD posibilite ambos regímenes de aplicación, 
pública y privada, no implica en modo alguno que les otorgue idéntica relevancia. 

Bien al contrario, excepto tres artículos que regulan la aplicación privada (arts. 54, 86 
y 90 RSD), el resto de los preceptos relacionados con la cuestión de la aplicación y 

la ejecución del instrumento se refieren a su dimensión pública. Aun así, el RSD 
posibilita ambas vertientes, pública y privada, para reforzar y garantizar la correcta 

 
10 VAN HOBOKEN J. et al. “Foreword” en VAN HOBOKEN J. et al. Putting the DSA into practice: 

Enforcement, Access to Justice and Global Implications , 2023, p. 5, versión en línea disponible en: 
https://www.ivir.nl/publicaties/download/vHoboken-et-al_Putting-the-DSA-into-Practice.pdf . 
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ejecución del instrumento europeo, que representa una de las prioridades de las 
Orientaciones Políticas de la Comisión Europea para el quinquenio 2024-202911. 

En definitiva, de lo anterior se deriva que, previsiblemente, el sistema de aplicación y 
ejecución del RSD jugará un rol crucial en el panorama legislativo europeo de los 

próximos años, tanto por la importancia del Reglamento en cuestión, como por su 
carácter peculiar y complejo. En las líneas que siguen a continuación, nos 
centraremos en una de las dos dimensiones del régimen de aplicación y ejecución: 

la vertiente privada. La razón no solo es que sea, de las dos, la más desconocida y 
la menos tradicional en el contexto europeo, sino también que sea aquella que 

suscita las cuestiones propias de la disciplina del Derecho Internacional privado.  

II. ¿Qué es la aplicación privada del Reglamento de Servicios Digitales? 

A pesar de que el RSD posibilite su aplicación privada, los preceptos de la norma 

que se refieren a ella apenas regulan ningún extremo al respecto, pues abordan en 
exclusiva la posibilidad de solicitar una indemnización por daños y perjuicios (art. 54 

RSD) y de hacerlo a través de acciones colectivas (arts. 86 y 90 RSD). 
Probablemente, el hecho de que aquellos preceptos presten una escasa atención a 
este sistema se deba a que, en la Unión Europea, la aplicación privada de sus 

normas no ha sido tradicionalmente frecuente, a salvo de lo ocurrido en áreas como 
el Derecho de defensa de la competencia. Por el contrario, el legislador europeo ha 

solido centrar su atención en los mecanismos de aplicación pública (medidas de 
Derecho administrativo) como forma de asegurar la correcta implementación y 
ejecución de sus normas.  

Frente a este silencio, la única manera de conocer cómo funciona el sistema de 
aplicación privada del RSD exige examinar la dinámica del modelo europeo de 

aplicación privada, que no está regulado, sino que, como se verá, es el resultado de 
distintas decisiones vertidas por el TJUE. De acuerdo con este razonamiento, los 
principios sobre los que se articula el mencionado modelo europeo de aplicación 

privada deberán transferirse a la esfera específica del RSD a fin de comprender el 
funcionamiento de su sistema de aplicación privada.  

Estas cuestiones son las que se examinan a continuación, y conviene resaltar la 
significativa importancia subyacente a su análisis, toda vez que la aplicación privada 

 
11 VON DER LEYEN U. “Europe’s choice political guidelines for the next European Commission 
2024−2029”, p. 10, versión en línea accesible en: https://commission.europa.eu/priorities -2024-2029.  
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constituye un fenómeno de importancia creciente y común a otras leyes digitales 
europeas12. 

1. El modelo europeo de aplicación privada 

La aplicación privada, conocida como private enforcement o civil enforcement13, 

incluye las acciones legales emprendidas por cualquier particular para remediar la 
vulneración de un derecho, con independencia de que la otra parte sea o no otro 
particular 14 . En otras palabras, la aplicación privada (judicial) significa que los 

particulares pueden interponer demandas ante los tribunales por el incumplimiento 
de los derechos que les confiere el Derecho de la Unión. Por lo tanto, para que una 

norma pueda ser aplicada por vía privada, esta no solo debe imponer obligaciones, 
sino también reconocer derechos subjetivos a favor de los particulares.  

En Europa, la aplicación privada de los instrumentos legislativos europeos se 

caracteriza por los dos siguientes rasgos: su funcionamiento descentralizado y su 
doble regulación. 

 
12 Sin duda, la primera ley digital europea que despertó interés por su potencial de aplicación privada 
fue el Reglamento General de Protección de Datos (RGPD). De hecho, se han realizado varios 
estudios sobre este tema, entre los que destacan los llevados a cabo por RODRÍGUEZ PINEAU E.  y 

TORRALBA MENDIOLA E.C. Delimitación del derecho aplicable en el Reglamento 2016/679, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2023, y por DE MIGUEL ASENSIO P.A. “Derecho a indemnización en materia de 
datos personales: aspectos internacionales”, Cuadernos de Derecho Transnacional, vol. 16, núm. 2, 

2024, pp. 487-500. Junto con ello, otro ejemplo ilustrativo sería el Reglamento de Mercados Digitales, 
cuyo sistema de aplicación privada ha sido estudiado por PODSZUN R. “Private Enforcement and the 
Digital Markets Act”, Verfassungsblog, 2021, versión en línea disponible en: 

https://verfassungsblog.de/power-dsa-dma-05/, y HORNKOHL L. y RIBERA MARTÍNEZ A. “Collective 
Actions and the Digital Markets Act: A Bird Without Wings ”, The Antitrust Bulletin, vol. 70, núm. 1, 
2025, p. 4. En la misma línea, se podría encontrar una situación similar en relación con el Reglamento 

sobre las relaciones entre plataformas y empresas (Reglamento (UE) 2019/1150 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre el fomento de la equidad y la transparencia 
para los usuarios profesionales de servicios de intermediación en línea. DO núm. L 186 de 11 de julio 

de 2019), cuyo régimen de aplicación privada también ha sido analizado por FRANZINA P. 
“Promoting Fairness and Transparency for Business Users of  Online Platforms: The Role of  Private 
International Law”, en PRETELLI I. (Ed.). Conflict of laws in the maze of digital platforms , Schulthess 

Juristische Medien, Zürich, 2019, pp. 151-152. 
13 BASEDOW J. “The multiple facets of  Law Enforcement”, en ETCHEVERRY ESTRÁZULAS N. y 
FERNÁNDEZ ARROYO D.P. Enforcement and Effectiveness of the Law – La mise en oeuvre et  

l’effectivité du droit, Springer, Cham, 2018, p. 5.  
14 La jurisprudencia ha reconocido que la aplicación privada permitiría a los particulares hacer valer 
sus derechos f rente a las autoridades (STJUE de 19 de noviembre de 1991, en los asuntos 

acumulados C-6/90 y 9/90, Francovich (ECLI:EU:C:1991:428) (relaciones verticales) y f rente a otros 
particulares (STJUE de 20 de septiembre de 2001, en el asunto C-453/99, Courage 
(ECLI:EU:C:2001:465) (relaciones horizontales). Más recientemente y de forma clara, se pueden citar 

otros ejemplos, como, entre otros, STJUE de 22 de diciembre de 2022, en el asunto C-61/21, JP 
contra Ministre de la Transition écologique y Premier ministre (ECLI:EU:C:2022:1015), ap. 46.  
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Por un lado, la aplicación privada funciona de manera descentralizada, en el sentido 
de que las acciones judiciales interpuestas por particulares por incumplimiento de 

una norma de la Unión solo pueden presentarse ante los tribunales nacionales, y no 
ante los tribunales europeos15. La razón justificativa es que los tribunales nacionales 

deben conocer de todos los casos relativos al incumplimiento del Derecho de la 
Unión que un particular no pueda llevar ante los tribunales europeos. Y dado que 
estos casos son muy excepcionales (arts. 263, 265, 268 o 340 del TFUE), los 

tribunales nacionales acabarán conociendo de la mayoría de los procedimientos de 
aplicación privada. 

Por otra parte, el régimen de aplicación privada de una norma europea se 
caracteriza por estar sujeto a una doble regulación, tal y como estableció el TJUE en 
los asuntos Rewe Saarland (1976) y Comet (1976)16. En ellos, el Alto Tribunal 

estableció el siguiente “pacto implícito”17, según el cual el sistema de aplicación 
privada de las normas europeas estaría sujeto a una regulación a dos niveles, tanto 

europea como nacional. 

i) Por un lado, la legislación europea, ya sea de forma explícita o implícita, sería 
responsable de otorgar a los particulares los derechos cuya violación podrían invocar 

posteriormente. A este respecto, el Derecho europeo puede crear estos derechos de 
dos maneras diferentes: o bien pueden estar previstos expresamente en la ley, o 

bien pueden derivarse implícitamente del “efecto directo” de sus disposiciones. Esta 
última doctrina, creada por el TJUE en el asunto Van Gend en Loos, permite que las 
obligaciones impuestas por la norma que cumplan el triple requisito de “claridad, 

precisión e incondicionalidad” se traduzcan en derechos que los particulares pueden 
hacer valer ante los tribunales18.  

Así las cosas, los derechos que benefician a los particulares constituyen el mínimo 
que el legislador europeo debe contemplar. Sin embargo, además de ello, este 
también puede regular los recursos y las cuestiones procesales relativas a la 

aplicación privada de una norma cuando lo considere oportuno. 

 
15 VERA ARONSTEIN I. Remedies for Inf ringements of EU Law in Legal Relationships between 

Private Parties, Wolters Kluwer, Deventer, 2019, p. 27.  
16  STJUE de 16 de diciembre de 1976, en el asunto C-33/76, Rewe y Saarland, 
(ECLI:EU:C:1976:188), ap. 5. En el mismo sentido, STJUE de 16 de diciembre de 1976, en el asunto 

45-76, Comet (ECLI:EU:C:1976:191), aps. 11 y 13.  
17 KILPATRICK C. “The Future of  Remedies in Europe”, en KILPATRICK C., NOVITZ T. y SKIDMORE 
P. The Future of Remedies in Europe, Hart Publishing, Oxford, 2000, p. 3.  
18 STJUE de 5 de febrero de 1963, en el asunto 26/62, Van Gend en Loos (ECLI:EU:C:1963:1), par. 
II.B, pp. 340-341.  
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ii) Por otro lado, el Derecho nacional regulará todos los demás aspectos no cubiertos 
por el Derecho de la Unión. En este sentido, determinará las cuestiones procesales 

(por ejemplo, la carga y los medios de prueba, los daños indemnizables o los plazos 
de prescripción y caducidad), así como las vías de recurso a disposición de las 

partes que no estén reguladas por la legislación europea 19 . Y esta libertad del 
legislador nacional, que se ha denominado “autonomía procesal nacional”, solo 
estaría limitada por los principios de equivalencia y eficacia.  

En lo relativo a la combinación y al alcance de ambos niveles de regulación, europeo 
y nacional, la situación varía en función del sector jurídico analizado20. Sin embargo, 

el escenario más habitual es el silencio por parte del legislador europeo en todo lo 
que no esté relacionado con los derechos subjetivos. En consecuencia, ello 
significaría que las cuestiones procesales y los recursos acabarían regulándose casi 

exclusivamente mediante normas nacionales, que deben ajustarse a los principios 
de eficacia y equivalencia. 

2. La aplicación privada del RSD y su operatividad 

Una vez comprendido el funcionamiento de la aplicación privada de la normativa 
europea en general, debemos analizar ahora cómo se desarrollaría en el contexto 

concreto del RSD. En lo que respecta a esta ley digital europea, a pesar de su 
considerable extensión —102 páginas en el Diario oficial de la Unión—, en ningún 

momento se hace referencia expresa a su aplicación privada. Aun así, la norma 
contiene tres disposiciones que, por su redacción, apuntan a la posible aplicación 
privada del instrumento. Se trata de los artículos 54, 86 y 90 RSD, que, según la 

doctrina, constituyen la “cara visible” de la aplicación privada RSD21.  

 
19  Tanto el TJUE como el legislador europeo han adoptado progresivamente un enfoque más 
intervencionista a la hora de regular las cuestiones procesales y los recursos en el ámbito de la 

aplicación privada en Europa. Aun así, estas sentencias y Reglamentos europeos no armonizan 
plenamente las vías de recurso ni la perspectiva procesal de la aplicación privada. De hecho, existen 
muchos sectores en la Unión en los que se recurre a la aplicación privada y en los que la legislación y 

la jurisprudencia europeas no hacen referencia ni a los aspectos procesales ni a las vías de recurso, 
ni los regulan. En este sentido, las sentencias del TJUE se han dictado caso por caso y han sido tan 
f ragmentadas que a veces no queda claro qué recursos y aspectos procesales están sujetos al 

Derecho de la UE y cuáles al Derecho nacional. En este sentido, véase TRIDIMAS T. The General 
Principles of EU Law, 2ª ed., Oxford University Press, Oxford, 2006. 
20 TOMASZ NOWAK J. “Considerations on the Impact of  EU law on National Civil Procedure: Recent 

Examples f rom Belgium”, SSRN, 2017, pp. 26-31. 
21 El adjetivo “visible” es empleado de forma acertada por la doctrina en FRANCK J. “Individual 
Private Rights of  Action under the Platform-to-Business Regulation”, European Business Law Review,  

vol. 34, núm. 4, 2023, p. 528, y LEERSSEN P. et al. “Pathways to Private Enforcement of the Digital 
Services Act (DSA)”, Institute for Information Law, 2025, p. 9.   
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Para empezar, el art. 54 RSD es indicativo de la posible aplicación privada del RSD 
en la medida en que permite a los usuarios digitales interponer una acción por daños 

y perjuicios contra los prestadores de servicios intermediarios cuando estos les 
hayan causado un perjuicio al incumplir las obligaciones que les impone el RSD. Por 

su parte, los arts. 86 y 90 RSD, que se refieren al recurso a la tutela colectiva, 
también resultan ilustrativos a este respecto. En especial, es el art. 86 RSD el que, 
aunque no sea de manera expresa, necesariamente da cabida a la aplicación 

privada del RSD al hacer referencia a la posibilidad de que los usuarios digitales 
ejerzan “los derechos atribuidos por el presente Reglamento” a través de las 

acciones representativas que regula. 

A la vista de lo anterior, es innegable que el Reglamento permite su aplicación 
privada, aunque no lo estipule expresamente. En particular, ello implica que los 

usuarios digitales pueden interponer acciones judiciales ante los tribunales 
nacionales, ya sea a título individual o colectivo, si consideran que los prestadores 

de servicios intermediarios han infringido los derechos que les confiere el 
Reglamento europeo y ello les ha ocasionado daños. Sin embargo, la norma aporta 
poca información adicional sobre su sistema de aplicación privada. Y es aquí cuando 

debemos arrojar luz con arreglo a la regulación a dos niveles expuesta en el 
apartado anterior.   

i) Por un lado, la primera cuestión que se plantea es sencilla, y se refiere a qué 
derechos pueden reclamar los usuarios digitales frente a los proveedores de 
servicios intermediarios si el RSD, responsable de establecer estos derechos, no 

alude a ellos de manera explícita, toda vez que solo establece “obligaciones de 
diligencia debida”. Ante este silencio, los derechos deben derivarse del denominado 

“efecto directo” de las disposiciones del RSD. Esto significa que, si las obligaciones 
de diligencia debida impuestas a los proveedores de servicios intermediarios en los 
arts. 11 a 48 RSD cumplen los tres mencionados más arriba, gozarán de efecto 

directo y podrán traducirse en derechos subjetivos. 

Como se señaló, las tres condiciones exigen que las obligaciones sean claras, 

precisas e incondicionales. A este respecto, el TJUE ha interpretado recientemente 
los criterios de claridad y precisión de una manera extremadamente laxa, hasta el 
punto de que en muchas ocasiones los da por sentados22. En consonancia con ello, 

 
22 GALLO D. Direct effect in EU law, Oxford University Press, Oxford, 2025, pp. 87-90, quien sostiene 
que el TJUE ha conf irmado el efecto directo sin hacer referencia a dichos criterios (STJUE de 1 de 

febrero de 1977, en el asunto 51-76, Verbond van Nederlandse Ondernemingen v Inspecteur der 
Invoerrechten en Accijnzen (ECLI:EU:C:1977:12)) o incluso no ha hecho mención alguna al efecto 
directo ni a los criterios (STJUE de 22 de junio de 2010, en los asuntos acumulados Aziz Melki (C-

188/10) y Sélim Abdeli (C-189/10) (ECLI:EU:C:2010:363)). Asimismo, a favor del efecto directo de las 
disposiciones de los Reglamentos de la UE como regla general, véase DE WITTE B. “Direct Effect, 
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todas las obligaciones de diligencia debida contempladas por el RSD cumplirían 
ambos requisitos, incluso aunque en determinados casos utilicen expresiones vagas 

o ambiguas23.   

Por el contrario, seguiría siendo necesario comprobar cuáles de las obligaciones de 

diligencia debida del RSD son incondicionales. A este respecto, la incondicionalidad 
se equipara normalmente con la aplicabilidad directa24, y dado que los Reglamentos 
de la Unión gozan intrínsecamente de esta característica (art. 288 TFUE), debe 

necesariamente confirmarse que las obligaciones de diligencia debida del RSD son 
también incondicionales. 

En definitiva, las obligaciones de diligencia debida previstas en el RSD tendrán 
efecto directo y se traducirán en derechos para los particulares en prácticamente 
todos los casos, si bien siempre que tengan por objeto beneficiar directamente a los 

usuarios digitales25 . De este modo, obligaciones como las relacionadas con la 
designación de puntos de contacto para las autoridades (art. 11 RSD) o de 

denunciantes de confianza (art. 22 RSD), o las obligaciones de evaluar y mitigar los 
riesgos (arts. 34 y 35 RSD) no pueden traducirse en derechos a favor de los 
usuarios digitales, ya que estos no pueden esperar beneficiarse de ellas26. Por el 

contrario, los usuarios digitales tendrán derecho a demandar a la plataforma si esta 
no ofrece mecanismos de notificación y actuación (art. 16 RSD), no proporciona una 

exposición de motivos (art. 17 RSD) o no cumple sus obligaciones de transparencia 
en relación con sus sistemas de recomendación (art. 27 RSD), entre muchas otras.  

ii) Por otra parte, los aspectos relativos a las vías de recurso y las cuestiones 

procesales abordados en los arts. 54, 86 y 90 RSD son mínimos y se refieren 
exclusivamente a cuestiones como la legitimación para demandar (usuario digital), la 

legitimación para ser demandado (proveedor de servicios de intermediación) y el 
triple requisito de la responsabilidad (infracción, daño y causalidad). Sin embargo, 
aparte de estos extremos, las disposiciones sobre la aplicación privada del RSD no 

establecen nada más.    

 
Primacy, and the Nature of  the Legal Order”, en CRAIG P., DE BÚRCA G. (Eds.). The Evolution of EU 

Law, Oxford University Press, Oxford, 2021, p. 197, y VERA ARONSTEIN I.: Remedies for 
Infringements of EU Law in Legal Relationships between Private Parties, op.cit., p. 19.  
23 GALLO D. Direct effect in EU Law, op.cit., p. 87. 
24 STJUE de 10 de octubre de 1973, en el asunto 34/73, F.lli Variola SpA contra Amministrazione 
italiana delle Finanze (ECLI:EU:C:1973:101), ap. 8.  
25 DEL MORAL SÁNCHEZ M. “The Devil is in the Procedure: Private Enforcement in the DMA and the 

DSA”, University of Bologna Law Review, vol. 9, núm. 1, 2024, p. 28.  
26 Esta cuestión se aborda en relación con los arts. 34 y 35 RSD, pero parece que los particulares no 
pueden invocarlos directamente, ya que su redacción es ambigua e imprecisa y no son lo 

suf icientemente claros ni concretos como para benef iciar a los particulares. En este sentido, véase 
HUSOVEC M. Principles of the Digital Services Act, Oxford University Press, Oxford, 2024, p. 437.  



 
Bitácora Millennium DIPr, Num 23º (enero-junio 2026)                                                Rosa Pla Almendros         

 
 
 
 

13 

Dada esta insuficiencia o “responsabilidad imperfecta” del art. 54 RSD, esta 
disposición deberá complementarse siempre con una base jurídica nacional, ya sea 

contractual o extracontractual 27 , que deberá ajustarse a los principios de 
equivalencia y eficacia. Dicho de otro modo, el Derecho nacional se encargará de 

especificar la mayor parte de las vías de recurso y los elementos del régimen de 
aplicación privada del RSD, incluidos aspectos como la cuantificación de los daños y 
perjuicios, la prueba, la culpa y las cuestiones de Derecho internacional privado (en 

adelante, “DIPr”)28.  

III. La dimensión transfronteriza de la aplicación privada del RSD y el Derecho 

Internacional privado 

Una vez que se ha comprendido la dinámica del sistema de aplicación privada del 
RSD, debemos preguntarnos qué papel desempeña el Derecho Internacional privado 

en él. A este respecto, el punto de partida es reconocer que todos los litigios 
relativos a la aplicación privada del RSD se verifican en el entorno en línea y, 

normalmente, entre particulares (usuario digital y prestador de servicios 
intermediarios)29, de modo que todos ellos son tanto internacionales como privados. 
Ello significa que las disputas de este tipo solo pueden resolverse si previamente se 

abordan las cuestiones propias de la disciplina, como son la competencia judicial 
internacional y la ley aplicable.  

Sin embargo, el necesario análisis de estos interrogantes de Derecho Internacional 
privado contrasta con la respuesta del RSD, que no se pronuncia al respecto. En 
particular, y a diferencia del art. 79 del Reglamento General de Protección de Datos, 

que establece una norma específica sobre competencia judicial internacional, el RSD 
no incorpora ninguna norma de Derecho Internacional Privado, más allá de las que 

confirman que el Reglamento se aplica “sin perjuicio” de las normas generales de 
esta disciplina (cdos. 10 y 126 y art. 2.4.h) RSD)30. 

 
27  BARTELS M. “Enforcement”, en KRAUL T. New Digital Services Act. A Practitioner’s Guide, 
Nomos, Baden-Baden, 2024, pp. 154-155; RAUE B. “Art. 54. Entschädigung”, en HOFMANN F. y 

RAUE B. Digital Services Act, Nomos, Baden-Baden, 2023, pp. 804 y 810; HUSOVEC M., Principles 
of the Digital Services Act, op.cit., pp. 428-429; y LEERSSEN P. et al. Pathways to Private 
Enforcement of the Digital Services Act (DSA),  op.cit., pp. 4, 10 y 12.  
28 Cabe aclarar que la mayoría de estos aspectos dependerán de la ley designada como aplicable por 
los Reglamentos Roma I o Roma II, de conformidad con los arts. 12 Roma I y 15 Roma II. Esto 
signif ica que dichos elementos se regirán por la lex causae determinada por el sistema de Roma, y no 

(exclusivamente) por la lex fori. De ahí la necesidad de aplicar los Reglamentos en cuestión.  
29 Como excepción, podría ocurrir que la Administración pública actuara o bien como usuario digital o 
bien como prestador de servicios.  
30 Con arreglo a JAULT-SESEKE F. “Les non-dits du droit européen du numérique en matière de droit 
international privé: l’exemple du règlement sur les services numériques (DSA)”, Revue critique du droit  
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Ante este silencio, son los instrumentos genéricos de la disciplina internacional 
privatista los que deben aplicarse para resolver los interrogantes relativos a los 

sectores de competencia internacional y de ley aplicable que suscita todo litigio de 
aplicación privada del RSD. En concreto, nos referimos al Reglamento Bruselas I bis 

sobre competencia judicial internacional31, y a los Reglamentos Roma I y Roma II 
sobre ley aplicable32. A este respecto, conviene aclarar que su aplicabilidad queda 
fuera de toda duda, ya que la aplicación privada de cualquier instrumento europeo, 

incluso uno eminentemente administrativo como el RSD, forma parte de la “materia 
civil y mercantil” 33  que define el ámbito de aplicación material de los tres 

Reglamentos de Derecho Internacional privado mencionados anteriormente34. 

 
international privé, núm. 3, 2025, pp. 596 y 613, esto podría explicarse por la dificultad de coordinar 
las normas específ icas del Derecho internacional privado con las normas genéricas de esta disciplina, 

o por el carácter marcadamente público del RSD. Por su parte, otras opiniones sugieren que la 
ausencia de una norma de conf licto se debe al amplio alcance del ámbito de aplicación del RSD, que, 
al aplicarse de manera horizontal a cualquier sector en el que operen prestadores de servicios 

intermediarios, implica que el régimen de responsabilidad debe determinarse con arreglo a normas de 
conf licto muy diferentes en cada caso, lo que sugiere que no sería posible establecer una única 
norma de conf licto para todos ellos. Esta es la opinión de DE MIGUEL ASENSIO P.A. Derecho 

Privado de Internet, 6ª ed., Thomson Reuters Aranzadi, Cizur Menor (Navarra), 2022, p. 378, y 
PAREDES PÉREZ J.I. “Aspectos internacionales de la responsabilidad civil de las plataformas en 
línea B2C f rente a los contenidos ilícitos en materia de protección de los consumidores ”, en 

CASTELLÓ PASTOR J.J. (Dir.). Análisis del Reglamento (UE) de servicios digitales y su interrelación 
con otras normas de la Unión Europea, Aranzadi, Madrid, 2025, pp. 257-258.   
31 Reglamento (UE) n° 1215/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 

2012, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en 
materia civil y mercantil (versión refundida). DO núm. L 351 de 20 de diciembre de 2012. 
32 Reglamento (CE) nº 593/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de junio de 2008, 

sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales (Roma I). DO núm. L 177 de 4 julio de 2008, y 
Reglamento (CE) nº 864/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de julio de 2007, relativo 
a la ley aplicable a las obligaciones extracontractuales (Roma II). DO núm. L 199 de 31 de julio de 

2007. 
33 STJUE de 23 de octubre de 2014, en el asunto C-302/13, flyLAL-Lithuanian Airlines AS contra 
Starptautiskā lidosta Rīga VAS y Air Baltic Corporation AS (ECLI:EU:C:2014:2319), aps. 37 y 38; 

STJUE de 16 de julio de 2020, en el asunto C-73/19, Belgische Staat y Directeur-Generaal van de 
Algemene Directie Controle en Bemiddeling van de FOD Economie, K.M.O., Middenstand en Energie 
contra Movic BV y otros (ECLI:EU:C:2020:568), aps. 46 a 64, y HESS B. y ORO MARTÍNEZ C. “Civil 

and commercial matters”, en BASEDOW J. et al. Encyclopedia of private international law, Edward 
Elgar Publishing, Cheltenham, 2017, pp. 356-357.   
34 No obstante, hay que tener en cuenta que el Reglamento Bruselas I bis no puede aplicarse cuando 

el demandado tiene su domicilio fuera de la Unión (arts. 4 y 6 RB I bis). Por lo general, los 
proveedores de servicios afectados por el RSD tienen su domicilio en la Unión, incluso en el caso de 
las plataformas en línea de gran tamaño, que suelen haber establecido sus filiales en la UE por 

motivos f iscales y normativos (JAULT-SESEKE F. “Les non-dits du droit européen du numérique en 
matière de droit international privé: l’exemple du règlement sur les services numériques (DSA)”, op.cit. 
p. 599). Aun así, es posible encontrar algunos casos en los que el proveedor no está domiciliado en la 

UE, pero sigue estando sujeto al RSD porque opera en su territorio. No obstante, volveremos sobre 
este último punto en la sección f inal.  
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A continuación, se examinarán los instrumentos mencionados a fin de determinar 
qué tribunales serán competentes y qué derecho se aplicará a los litigios de 

aplicación privada del RSD. El análisis desarrollado servirá para poner de manifiesto 
que la aplicación de las normas genéricas del DIPr no siempre resulta pacífica en el 

contexto específico del RSD, especialmente debido a que aquellas fueron 
concebidas para resolver litigios del mundo físico y no se han adaptado plenamente 
al entorno digital35. 

1. La aplicación privada del RSD y la competencia judicial internacional 

Bajo el propósito de determinar qué tribunales de los Estados miembros serán 

competentes para conocer de los litigios relativos a la aplicación privada del RSD, el 
Reglamento Bruselas I bis establece diferentes regímenes en función de si el usuario 
digital que contrata con el prestador de servicios intermediarios (profesional) actúa 

en su condición de consumidor o de profesional. 

A) Cuando el usuario digital actúa en condición de profesional 

El usuario digital tendrá la condición de profesional cuando, por ejemplo, preste sus 
servicios a través de mercados en línea como Amazon o de sitios web de 
comparación como Booking. En estas ocasiones, como es bien sabido, los foros 

previstos en el Reglamento Bruselas I bis se aplican de forma jerárquica. 

En el contexto del RSD, a falta de competencia exclusiva en virtud del art. 24 de 

Bruselas I bis, los tribunales competentes serán, en primer lugar, aquellos acordados 
por las partes, ya sea de forma expresa (art. 25 RB I bis) o tácita (art. 26 RB I bis). 
Aunque en la práctica pueden encontrarse ejemplos de sumisión tácita36, será más 

habitual que las condiciones generales de la plataforma impongan unilateralmente 
un acuerdo de elección de foro a favor de los tribunales del lugar de su 

 
35 TANG S.Z. Electronic consumer contracts in the conflicts of laws , 2ª ed., Oxford University Press, 
Oxford, 2015, p. 12; PALAO MORENO G. “Competencia judicial internacional en supuestos de 

responsabilidad civil en Internet”, en PLAZA PENADÉS, J. (Coord.). Cuestiones Actuales de Derecho 
y Tecnologías de la Información y la Comunicación (TICs), Thomson Reuters Aranzadi, Cizur Menor 
(Navarra), 2006, p. 279; CORDERO ÁLVAREZ C.I. “Plataformas digitales: nuevos retos conceptuales 

para el Derecho Internacional privado de consumo ”, en CASTELLÓ PASTOR J.J. (Dir.). Desafíos 
jurídicos ante la integración digital: aspectos europeos e internacionales , Thomson Reuters Aranzadi, 
Cizur Menor (Navarra), 2021, p. 83, y DRAETTA U. “Internet et commerce électronique en Droit 

International des Af faires”, Recueil des cours de l'Académie de La Haye, vol. 314, 2005, p. 197. 
36 P. ej. Rechtbank Amsterdam, sentencia de 28 de mayo de 2025, C/13/767436 / KG ZA 25-254, 
versión en línea accesible en:  

https://uitspraken.rechtspraak.nl/details?id=ECLI:NL:RBAMS:2025:4460&showbutton=true&keyword=
2022%252f2065&idx=24.  
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establecimiento37. Este es el caso de Facebook (Irlanda)38, Amazon (Luxemburgo)39 
y Booking (Países Bajos)40. 

Aunque esta situación en la que existe un acuerdo de jurisdicción es la más habitual, 
puede ocurrir que dicho pacto no exista o no sea válido. En ese caso, los tribunales 

competentes serían los del Estado miembro en el que el demandado tenga su 
domicilio (art. 4 RB I bis), que de nuevo coincidirían con los del Estado miembro en 
el que el prestador de servicios intermediarios tenga su establecimiento. No 

obstante, como alternativa a este foro general del art. 4, el demandante también 
podría presentar su demanda ante los tribunales a que se refieren el art. 7.1 o el art. 

7.2 RB I bis, dependiendo de si la demanda es de naturaleza contractual o 
extracontractual:  

i) En el primer caso, los tribunales competentes serían los designados por el artículo 

7.1.b) RB I bis, toda vez que el contrato entre el prestador de servicios y el usuario 
digital suele ser un contrato de prestación de servicios41. Según esta disposición, los 

tribunales competentes serían los del lugar en que se prestan los servicios, que, de 
nuevo, suele equipararse al lugar de establecimiento del prestador42. 

ii) En el segundo caso, si el litigio es de naturaleza extracontractual, el art. 7.2 RB I 

bis atribuye la competencia al “órgano jurisdiccional del lugar donde se haya 

 
37 HÖRNLE J. Internet jurisdiction: law and practice, op.cit., p. 277; HERRANZ BALLESTEROS M. 

“Cuestiones a debate en torno a las cláusulas de jurisdicción. Retos y desaf íos para una propuesta de 
reforma limitada del Artículo 25 del Reglamento Bruselas I (refundido)”, Cuadernos de Derecho 
Transnacional, vol. 15, núm. 2, 2023, p. 620; FELIU ÁLVAREZ DE SOTOMAYOR S. Modelos 

colaborativos en plataformas digitales: nuevos retos para los negocios internacionales y para el 
Derecho Internacional privado, AEDIPr, t. XVIII, 2018, p. 403; y DE MIGUEL ASENSIO P.A. 
“Demandas f rente a redes sociales por daños en materia de datos personales: precisiones sobre 

competencia judicial”, La Ley Unión Europea, núm. 56, 2018, p. 2. 
38 https://www.facebook.com/legal/terms/update.  
39  https://www.amazon.es/gp/help/customer/display.html?nodeId=GLSBYFE9MGKKQXXM#GUID -

6F014DE6-CB56-4A28-BCAA-
38F5D24E6324__SECTION_9539827D244E4D73B01A21984486D0F0.  
40  https://www.booking.com/content/terms.es.html?aid=304142&label=gen173nr-

10CBQoggJCBXRlcm1zSDFYBGhGiAEBmAEzuAEXyAEM2AED6AEB-
AEBiAIBqAIBuALFs6bJBsACAdICJDk2N2NiNGI3LTk4YTQtNDU3MS04ODk5LTkxMmI2MGU5NGQ4
ZtgCAeACAQ&sid=c19828349795a567180667c62230815b&keep_landing=1&#may_25_a20_title.  
41 DE MIGUEL ASENSIO P.A. Conflicts of laws and the internet, 2ª ed., Edward Elgar Publishing, 
Cheltenham, 2024, p. 431, considera que los contratos con prestadores de servicios intermediarios 
son ejemplos típicos de contratos de prestación de servicios en el sentido del art. 7.1.b), del 

Reglamento Bruselas I bis.  
42  COMISIÓN EUROPEA. “Study to support the preparation of a report on the application of 
Regulation (EU) No 1215/2012 on jurisdiction and the recognition and enforcement of judgments in 

civil and commercial matters (Brussels Ia Regulation)”, Publications Office of the European Union,  
Luxemburgo, 2023, p. 174, y HÖRNLE J. Internet jurisdiction: law and practice, op.cit., p. 28.  
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producido o pueda producirse el hecho dañoso”. En vista de que los ilícitos de 
internet propios del RSD siempre constituyen ilícitos a distancia, dicho precepto debe 

interpretarse con arreglo a la “teoría de la ubicuidad”43, según la cual los tribunales 
del lugar del hecho dañoso serían indistintamente los del lugar donde se produjo el 

hecho generador del daño (normalmente, el lugar de establecimiento del 
demandado 44 ), o los del lugar donde se materializó el resultado del daño 
(normalmente, el lugar de establecimiento del usuario digital profesional45).  

Además, cuando los daños se localizan en más de un Estado miembro, es aplicable 
la denominada “teoría del mosaico”. De acuerdo con ella, son competentes los 

tribunales de todos los lugares en los que se materializó el daño directo, pero solo 
para conocer de los casos relativos al daño que se produjo en ese territorio46. 

B) Cuando el usuario digital actúa en condición de consumidor 

Por otra parte, los usuarios digitales se considerarán consumidores cuando utilicen 
las plataformas con fines personales. Este es el caso cuando utilizamos redes 

sociales como Instagram o LinkedIn para comunicarnos con nuestros amigos y 
familiares, o mercados en línea como Amazon para adquirir productos destinados al 
uso personal.  

En estos casos, en los que existe una relación de consumo en el sentido del art. 17.1 
de RB I bis, el método para determinar los tribunales competentes es completamente 

diferente al descrito anteriormente. En particular, deben tenerse en cuenta los foros 
de la sección IV del capítulo II de Bruselas I bis (arts. 17 a 19 de Bruselas I bis), que 
prevalecerían sobre las normas generales mencionadas anteriormente47. 

Según estas disposiciones, los tribunales con competencia internacional para 
conocer del litigio serían, en primer lugar, aquellos acordados por las partes. Sin 

embargo, una cláusula de elección de foro solo sería válida en este contexto si 
cumple determinadas condiciones estipuladas en el artículo 19 RB I bis, lo cual no 

 
43 STJUE de 30 de noviembre de 1976, en el asunto 21-76, Handelskwekerij G. J. Bier BV contra 

Mines de potasse d'Alsace SA (ECLI:EU:C:1976:166).  
44 LEHMANN M. et al. “Special Jurisdiction”, en DICKINSON A. y LEIN E. The Brussels I Regulation 
Recast, Oxford University Press, Oxford, 2015, p. 164. 
45 Sentencia LG Berlin II, de 13 de mayo de 2025, 41 O 140/25 eV, ap. 21, vers ión en línea accesible 
en: https://openjur.de/u/2526186.html. 
46  STJUE de 7 de marzo de 1995, en el asunto C-68/93, Fiona Shevill, Ixora Trading Inc., 

Chequepoint SARL y Chequepoint International Ltd contra Presse Alliance SA (ECLI:EU:C:1995:61).  
47 LAZIC V. y MANKOWSKI P. The Brussels I-bis Regulation, Edward Elgar Publishing, Cheltenham, 
2023, p. 222; BONOMI A. “Jurisdiction over Consumer Contracts”, en DICKINSON A. y LEIN E. The 

Brussels I Regulation Recast, Oxford University Press, Oxford, 2015, p. 214; y TANG S.Z., Electronic 
consumer contracts in the conflicts of laws , op.cit., p. 78. 
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suele verificarse en la práctica del entorno digital48. Entre otras razones, ello se debe 
a que los acuerdos no suelen celebrarse una vez surgido el litigio49.  

En su defecto, los arts. 17.2 y 18 RB I bis permitirían al consumidor presentar su 
demanda ante cualquiera de los siguientes tribunales: (i) los del lugar de domicilio 

del demandado —proveedor de servicios intermediarios— si este se encuentra en un 
Estado miembro; (ii) los del lugar de residencia del consumidor usuario digital; o (iii) 
los del lugar de establecimiento en la Unión del prestador de servicios 

intermediarios, siempre que el litigio se derive de la explotación de dicho 
establecimiento. Evidentemente, la opción más habitual y favorable para el 

consumidor es la segunda (forum actoris), que le permitiría litigar ante los tribunales 
de su lugar de residencia habitual. 

2. La aplicación privada del RSD y el sector de la ley aplicable 

Una vez determinados los tribunales del Estado miembro que serían competentes 
para conocer de los litigios de aplicación privada del RSD, el siguiente paso consiste 

en identificar la ley aplicable correspondiente. En este sentido, la determinación de la 
ley aplicable depende de la naturaleza contractual o extracontractual de las disputas 
en cuestión. En el primer caso, el instrumento que determinará el ordenamiento 

jurídico aplicable será el Reglamento Roma I, mientras que, en el caso de los litigios 
extracontractuales, esta tarea quedará resuelta por el Reglamento Roma II.  

En cualquier caso, ambos Reglamentos serán útiles para resolver los dos tipos de 
conflictos que pueden surgir en este contexto, y a los que nos referiremos de ahora 
en adelante como conflictos ad extra y conflictos ad intra50. 

A) La ley aplicable en las relaciones con terceros Estados (conflictos ad extra) 

Los conflictos ad extra, que se producen cuando el RSD no se aplica a todos los 

casos que se incardinan en su ámbito de aplicación, pueden explicarse mediante el 
siguiente razonamiento. Tanto el Reglamento Roma I como el Reglamento Roma II 
se caracterizan por su carácter universal (art. 2 Roma I y art. 3 Roma II), de modo 

que el ordenamiento jurídico designado como aplicable puede ser el de un Estado 

 
48 ESPINIELLA MENÉNDEZ A. “Contratos de consumo en el tráf ico comercial UE-Terceros Estados”, 
AEDIPr, t. XIV-XV, 2014-2015, p. 296.  
49  COMISIÓN EUROPEA. “Study to support the preparation of  a report on the application of 

Regulation (EU) No 1215/2012…”, op.cit., p. 175.  
50 Esta nomenclatura se ha inspirado en la utilizada por RODRÍGUEZ PINEAU E.  y TORRALBA 
MENDIOLA E.C., Delimitación del derecho aplicable en el Reglamento 2016/679, op.cit., pp. 58-74 y, 

antes, por VIRGÓS SORIANO M. y GARCIMARTÍN ALFÉREZ F.J. Estado de origen vs. estado de 
destino. Las diferentes lógicas del Derecho Internacional privado, InDret, núm. 4, 2004, pp. 3 y 19.  
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miembro, pero también el de un tercer país. Y en la medida en que las normas de 
conflicto de Roma I y Roma II, aunque diferentes, siempre tratan de aplicar la ley 

más cercana o más estrechamente vinculada al litigio, estas ordenarán la aplicación 
de la ley de un tercer Estado cuando la situación fáctica esté relacionada con dicho 

país. 

En el contexto de las relaciones afectadas por el RSD, podría verificarse la 
aplicación de la ley de un tercer país cuando el RSD se aplique a los prestadores de 

servicios de intermediación que, aunque estén establecidos fuera de la Unión, estén 
sujetos al RSD por operar en su mercado, como es el caso de SnapChat51. En tales 

supuestos, la relación en cuestión estaría vinculada a un tercer Estado, cuya ley 
podría ser designada como aplicable por Roma I o Roma II. De hecho, en este 
contexto, no es infrecuente que los contratos celebrados por las plataformas con 

usuarios digitales que no son consumidores incluyan cláusulas de elección de la ley 
aplicable a favor de un Estado no miembro de la UE52. 

El escenario así planteado resulta problemático: si la ley aplicable a una disputa de 
este tipo es la de un tercer Estado, la aplicación de las normas de la Unión no 
estaría garantizada, ya que estas no forman parte de aquel ordenamiento jurídico. 

Este extremo impediría la aplicación del RSD a un caso comprendido en su ámbito 
de aplicación, lo que sin duda contradeciría el espíritu imperativo del instrumento. 

Precisamente, es aquí donde surgen los conflictos ad extra, ya que la aplicación del 
RSD no se aseguraría en todos los casos comprendidos en su ámbito de aplicación.   

En estas circunstancias, la forma de resolver estos conflictos ad extra sería 

garantizar la aplicación obligatoria del RSD. Y en la doctrina, se considera que esta 
solución podría alcanzarse de dos maneras diferentes. 

La primera sería considerar que el RSD constituye una ley de policía en el sentido de 
los artículos 9 Roma I y 16 Roma II, ya que el instrumento es imperativo, tiene por 
objeto proteger intereses fundamentales de la sociedad (p. ej. libertad de expresión y 

de información, protección de los consumidores y buen funcionamiento del mercado 

 
51 En sus Condiciones de uso se aclara que la empresa responsable de los servicios prestados fuera 
de los Estados Unidos y de la región de Asia-Pacíf ico se denomina Snap Group Limited y tiene su 

sede en el Reino Unido. (https://www.snap.com/terms#sgl-terms). Del mismo modo, esto se conf irma 
además en la Recomendación 8 de la Decisión de la Comisión Europea, de 25 de abril de 2023, por 
la que se designa a Snapchat como plataforma en línea de muy gran tamaño, con arreglo al artículo 

33, apartado 4, del Reglamento (UE) 2022/2065 del Parlamento Europeo y del Consejo, C (2023) 
2730 f inal. 
52 Siguiendo con el ejemplo de Snapchat, el artículo 22 de sus Condiciones de uso deja claro que las 

leyes de Inglaterra y Gales regirán dichas condiciones, así como cualquier reclamación o controversia 
que surja de ellas o esté relacionada con ellas (https://www.snap.com/terms#sgl -terms). 
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europeo), y es aplicable con independencia de cualquier otra ley (art. 1.1 RSD). De 
este modo, el RSD debería aplicarse por encima de cualquier otra norma53. 

Por el contrario, la segunda opción consistiría en defender que el RSD contiene en 
su art. 2.1 una norma de conflicto unilateral especial en el sentido de los arts. 23 

Roma I y 27 Roma II, por lo que debería prevalecer sobre las normas de conflicto 
multilaterales previstas en dichos Reglamentos internacional privatistas (lex specialis 
derogat generalis). La justificación para mantener esta alternativa se deriva del 

hecho de que el art. 2.1 RSD define su ámbito de aplicación espacial mediante una 
regla de aplicabilidad que permite conocer los supuestos fácticos a los que se aplica, 

sin tener en cuenta la ley aplicable según las normas de conflicto multilaterales de 
los Reglamentos Roma I o Roma II. 

En la doctrina, existen posiciones a favor de ambas posturas54. En nuestra opinión, 

el RSD cumple los requisitos para ser considerada una ley de policía, aunque, en la 

 
53 BONOMI A. “Article 9: Overriding mandatory provisions”, en MAGNUS U. y MANKOWSKI P. (Eds.). 

European Commentaries on Private International Law. Commentary. Volume II: Rome I Regulation ,  
Otto Schmidt, Colonia, 2017, pp. 619-628.  
54 A favor de considerar el instrumento digital europeo como una ley de policía, véase: ZARRA G. 

Imperativeness in Private International Law. A View from Europe, Asser Press, La Haya, 2022, pp. 
190-192; LEHMANN M. “Regulation, global governance and private international law: squaring the 
triangle”, Journal of Private International Law, vol. 16, núm. 1, 2020, p. 7; CORDERO ÁLVAREZ C.I.  

“Comercio de consumo a través de intermediarios digitales: nuevo marco jurídico para plataformas de 
contratación B2C en el Reglamento de Servicios Digitales ”, en OTERO GARCÍA-CASTRILLÓN C. 
Economía digital y guerras comerciales. ¿Poniendo nuevas puertas al campo? , Dickinson, Madrid, 

2024, p. 230; DE MIGUEL ASENSIO P.A., Conflicts of laws and the internet, op.cit., p. 82; REQUEJO 
ISIDRO M. “La aplicación privada del derecho para la protección de las personas f ísicas en materia 
de tratamiento de datos personales en el Reglamento (UE) 2016/679”, La Ley mercantil, núm. 42,  

2017, p. 11. Sin embargo, también hay opiniones doctrinales en contra, como STEINRÖTTER B. 
“Kollisionsrechtliche Bewertung der Daten-schutzrichtlinien von IT-Dienstleistern”, MultiMedia und 
Recht, vol. 1, 2013, p. 693, quien sostiene que el hecho de que una normativa económica sea de 

carácter público e incluya una norma de conf licto unilateral que establezca su ámbito de aplicación 
territorial no la convierte en una ley de policía. 
Por otro lado, la postura contraria abogaría por considerar que existe una norma de conf licto unilateral 

especial: BONOMI A. “Article 9: Overriding mandatory provisions”, op.cit., p. 620; MANKOWSKI P. 
“Article 23: Relationship with Other Provisions of  Community Law”, en MAGNUS U. y MANKOWSKI P. 
(Eds.). European Commentaries on Private International Law. Commentary. Volume II: Rome I  

Regulation, Otto Schmidt, Colonia, 2017, p. 851; MELCHER M. “Substantive EU Regulations as 
Overriding Mandatory Rules?”, ELTE Law Journal, vol. 1, 2020, pp. 46-47; RODRÍGUEZ PINEAU E. y 
TORRALBA MENDIOLA E.C., Delimitación del derecho aplicable en el Reglamento 2016/679: , op.cit,, 

pp. 125-126; SCHMIDT-KESSEL M. “Article 9. Overriding Mandatory Provisions”, en FERRARI, F.  
(ed.). Concise Commentary on the Rome I Regulation, 2ª ed., Cambridge University Press, 
Cambridge, 2020, pp. 244 y 253-256; BUXBAUM H.L. “The New Unilateralism in EU Cross-Border 

Regulation: Objectives, Methods, Institutions ”, RabelsZ, vol. 8, 2025, p. 8, y RAUE B., “Art. 54.  
Entschädigung“, op.cit., p. 810. 
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misma línea, creemos que el art. 2.1 RSD constituye una norma de conflicto 
unilateral especial en el sentido de los arts. 23 Roma I y 27 Roma II. 

En otras palabras, el RSD es una ley de policía que también contiene una norma que 
determina su propio ámbito de aplicación, lo que hace perfectamente posible que 

encaje en cualquiera de las dos opciones propuestas. Al final, este resultado, que es 
consecuencia de la denominada “aplicación extraterritorial” del RSD, resta en cierta 
medida relevancia a las categorías específicas del Derecho Internacional Privado, ya 

que el resultado es el mismo independientemente de la opción que se elija.   

B) La ley aplicable complementaria de la regulación del RSD (conflictos ad 

intra) 

Una vez garantizada la aplicabilidad del RSD a todos los casos comprendidos en su 
ámbito de aplicación, surge la segunda cuestión relativa a la ley aplicable en la 

aplicación privada RSD: los conflictos ad intra. Como se ha señalado anteriormente, 
el art. 54 RSD es la única disposición que regula la aplicación privada del RSD, pero 

se trata de una norma de “responsabilidad imperfecta” tan breve que deja muchos 
aspectos sin abordar55.  Por lo tanto, la aplicación privada del RSD requiere que un 
Derecho nacional complemente su propia regulación, regulando todos aquellos 

extremos56.  

Dado que el RSD no se pronuncia sobre la norma de conflicto que designará la 

legislación nacional aplicable complementaria de su regulación, serán los 
Reglamentos Roma I y Roma II los que determinen la ley aplicable en estos casos. 
Si la reclamación es de naturaleza contractual, se aplicarán a tal efecto las normas 

de conflicto del Reglamento Roma I, y si la reclamación es de carácter 
extracontractual, esta misma función la desempeñarán las normas de conflicto del 

Reglamento Roma II. 

i) Por un lado, la concreción de la ley aplicable en materia contractual a través de 
Roma I requeriría distinguir si el usuario digital demandante es un consumidor o un 

profesional. En el primer caso, el art. 6 Roma I permitiría a las partes acordar la ley 
aplicable al litigio, con la salvedad de las normas que no puedan ser derogadas en 

virtud de la ley de su residencia habitual. Sin embargo, a falta de acuerdo, la ley 
aplicable sería precisamente la de la residencia habitual del consumidor. 

 
55 RAUE B. “Art. 54. Entschädigung“, op.cit., p. 804.  
56 JAULT-SESEKE F. “Les non-dits du droit européen du numérique en matière de droit international 

privé: l’exemple du règlement sur les services numériques (DSA)”, op.cit., p. 604, y RAUE B. “Art. 54.  
Entschädigung“, op.cit., p. 804.  



 
Bitácora Millennium DIPr, Num 23º (enero-junio 2026)                                                Rosa Pla Almendros         

 
 
 
 

22 

Por el contrario, si el usuario digital no es un consumidor, el régimen aplicable sería 
el general, concretado por los arts. 3 y 4 Roma I. Según este, las partes pueden 

acordar libremente la ley aplicable (art. 3 Roma I), razón por la que resulta habitual 
que las plataformas incorporen cláusulas de elección de ley a favor de su lugar de 

establecimiento en los términos y condiciones generales que ofrecen a los usuarios. 
Como mínimo, esta práctica es habitual hoy en día en plataformas como Booking57, 
Twitter58, o Meta59.   

A falta de acuerdo, la ley aplicable sería la prevista en el art. 4.1.b), ya que el 
contrato entre el usuario digital profesional y el prestador de servicios es un contrato 

de prestación de servicios. Según esta disposición, la ley aplicable sería, de nuevo, 
la del lugar en el que el prestador de servicios intermediarios tenga su residencia 
habitual. 

ii) Por otro lado, en lo que respecta a las reclamaciones extracontractuales, la forma 
de determinar la ley nacional que complementará el régimen aplicación privada del 

RSD requiere recurrir a las normas especiales de conflicto contenidas en los arts. 5 a 
9 del Reglamento Roma II. A este respecto, dado que el RSD establece requisitos de 
conducta en el mercado 60 , la situación más habitual será aquella en la que el 

incumplimiento de las obligaciones extracontractuales previstas en el RSD constituya 
un acto de competencia desleal contemplado en el art.6.1 Roma II61.  

Según esta disposición, la ley aplicable a la obligación extracontractual sería la del 
país en cuyo territorio se vean o puedan verse afectados las relaciones de 

 
57  Booking, con sede en los Países Bajos, establece en la cláusula A20 que: “ Las presentes 
Condiciones se regirán por la legislación neerlandesa (para alojamientos, vuelos o atracciones 

turísticas)…” (https://www.booking.com/content/terms.es-ar.html?aid).  
58 X (antes Twitter), con sede en Irlanda, establece en la cláusula 6 de sus Condiciones de servicio 
que todas las controversias relacionadas con dichas condiciones se regirán por la legislación 

irlandesa, sin perjuicio de cualquier otro acuerdo en contrario entre la plataforma y el usuario. 
(https://x.com/es/tos). 
59 Meta, con sede en Irlanda, también establece lo siguiente en su sección 4.4:  “En lo que respecta a 
posibles reclamaciones o conflictos entre tú y nosotros relativos a cualquier otro aspecto [que no sea 
de consumo], aceptas que se resuelvan en un tribunal competente de Irlanda y que regirán las leyes 

de dicho país, sin tener en cuenta las disposiciones relativas a conflicto de leyes. ” 
(https://www.facebook.com/terms?section_id=4).   
60  RAMÍREZ BENAVENTE M.D. “Protección de consumidores y usuarios f rente a prácticas 

comerciales desleales en el mercado digital”, Revista de Derecho de la Competencia y la Distribución,  
núm. 37, 2026, p. 21, y CASADO NAVARRO A. Prácticas desleales en entornos digitales , Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2025, pp. 71-73. 
61 DICKINSON A. The Rome II Regulation: the law applicable to non-contractual obligations, Oxford 
University Press, Oxford, 2015, pp. 270-272, y DE MIGUEL ASENSIO P.A. “Plataformas digitales y 
actividades transfronterizas”, en J IMÉNEZ BLANCO P. y ESPINIELLA MENÉNDEZ A. (Dirs.). Nuevos 

escenarios del Derecho Internacional privado de la contratación, Tirant lo Blanch, Valencia, 2021, p. 
389.  
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competencia o los intereses colectivos de los consumidores. En otras palabras, la ley 
aplicable será la del mercado afectado, que en cualquier caso deberá figurar entre 

aquellos a los que la plataforma dirige sus actividades62. 

Así pues, cuando el usuario digital que interpone la demanda es una persona física, 

este lugar suele coincidir con su residencia habitual. Por el contrario, si se trata de 
una persona jurídica, es más probable que sus intereses se vean afectados en 
varios Estados al mismo tiempo, ya que el mercado afectado suele coincidir con el 

conjunto de Estados en los que el usuario digital profesional comercializa sus bienes 
y servicios63.  

IV. Reflexiones finales 

En esta contribución, se ha puesto de relieve que el Reglamento de Servicios 
Digitales persigue el ambicioso objetivo de crear un entorno en línea seguro, 

predecible y fiable, en el que las plataformas actúen de forma transparente y 
diligente. En consonancia con ello, el RSD ha establecido un sistema de aplicación y 

ejecución especialmente sólido que, entre otros aspectos, se caracteriza por su 
naturaleza híbrida, al combinar la aplicación pública y la privada. 

De los dos aspectos, la aplicación privada es el menos conocido en el ámbito 

legislativo de la Unión. Sin embargo, esta contribución ha tratado de abordar su 
importancia y su funcionamiento tanto en general como en relación con el RSD en 

particular. 

Según la norma, su aplicación privada plantea inevitablemente las cuestiones típicas 
del Derecho Internacional Privado, como la jurisdicción internacional y la ley 

aplicable. Como hemos visto, la forma de determinar el tribunal competente y la ley 
aplicable requiere recurrir a las normas genéricas del Derecho Internacional privado, 

es decir, el Reglamento Bruselas I bis y los Reglamentos Roma I y Roma II, y con 
arreglo a ellas, los resultados diferirían dependiendo de si el usuario digital que 
interactúa con el proveedor es un consumidor o un profesional, y de si la relación 

entre ellos es de naturaleza contractual o extracontractual. 

Pues bien, pese a la claridad con la que se han intentado exponer los resultados 

anteriores, conviene subrayar que la aplicación de las normas genéricas del DIPr al 

 
62 PAREDES PÉREZ J.I. “Aspectos internacionales de la responsabilidad civil de las plataformas en 
línea B2C f rente a los contenidos ilícitos en materia de protección de los consumidores ”, op.cit., p. 
260. 
63 FERNÁNDEZ ROZAS J.C., ARENAS GARCÍA R. y DE MIGUEL ASENSIO P.A. Derecho de los 
negocios internacionales, Iustel, Madrid, 2024, p. 173. 
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contexto específico del RSD no siempre resulta pacífica y podría obstaculizar el 
correcto funcionamiento de la aplicación privada del RSD, al menos desde una 

perspectiva internacional privatista. En este sentido, se pueden mencionar como 
mínimo los tres siguientes aspectos.  

i) En primer lugar, no cabe duda de que el régimen de Derecho Internacional privado 
es mucho más favorable para el usuario digital consumidor que para el profesional, 
pues aquel siempre podría litigar en su Estado miembro, mientras que este —que 

puede estar en una situación igual de débil que el consumidor— debería desplazarse 
al Estado del domicilio del prestador en la mayoría de los casos. 

Pues bien, en esta sede, la principal problemática está relacionada con la dificultad 
de diferenciar las categorías de consumidor y de profesional, pues ninguno de los 
Reglamentos genéricos mencionados define ninguno de los dos conceptos, y la 

jurisprudencia del TJUE tampoco es clara al respecto. Concretamente, aunque en un 
principio bastaba con afirmar que un consumidor era quien actuaba con fines 

exclusivamente personales en los que el componente profesional era insignificante y 
marginal64, en el contexto actual de la economía de plataformas, el Alto Tribunal ha 
cambiado el criterio diferenciador al establecer que solo se perdería la condición de 

consumidor si el usuario actuara con un fin “esencialmente profesional”65.       

Este cambio demuestra que ni el legislador europeo ni, por el momento, el TJUE han 

sido capaces de adaptar la regulación a la realidad actual digital, pues aquel criterio 
no serviría para calificar a las nuevas figuras que surgen en la economía de 
plataformas como el prosumidor, que actúa tanto como consumidor como 

profesional66.  

ii) En segundo lugar, en lo relativo a las obligaciones contractuales y 

extracontractuales, ya se dijo que su distinción no resulta una cuestión baladí, por 
cuanto condiciona cuáles serán los tribunales competentes y cuál será la norma de 
conflicto aplicable. Sin embargo, lo cierto es que, de nuevo, trazar aquella 

diferenciación puede revestir una notoria complejidad en el marco del RSD, toda vez 
que las obligaciones del RSD son obligaciones impuestas por ley, pero que pueden 

 
64 STJUE de 20 de enero de 2005, en el asunto C-464/01, Johann Gruber contra Bay Wa AG 
(ECLI:EU:C:2005:32), ap. 39, y STJUE de 14 de febrero de 2019, en el asunto C-630/17, Anica 

Milivojević contra Raiffeisenbank St. Stefan-Jagerberg-Wolfsberg eGen (ECLI:EU:C:2019:123), ap. 
94.  
65 CAAMIÑA DOMÍNGUEZ C.M. “El consumidor f rente al profesional en entornos digitales. Tribunales 

competentes y ley aplicable”, Cuadernos de Derecho Transnacional, vol. 12, núm. 2, 2020, p. 164; y 
STJUE de 25 de enero de 2018, en el asunto C-498/16, Maximilian Schrems contra Facebook Ireland 
Limited (ECLI:EU:C:2018:17), aps. 37 y 38.  
66 CORDERO ÁLVAREZ C.I. “Plataformas digitales: nuevos retos conceptuales para el Derecho 
Internacional privado de consumo ”, op.cit., p. 96. 
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tener incidencia en el contrato que celebra el usuario digital con el prestador de 
servicios intermediarios.  

Sobre este particular, conviene aclarar que las reclamaciones por daños y perjuicios 
presentadas al amparo del art. 54 RSD por incumplimiento de cualquiera de las 

obligaciones creadas por el Reglamento no deben clasificarse como contractuales 
por el mero hecho de que las partes estén vinculadas por un contrato. De hecho, 
cabe dudar de que la obligación sea de esta naturaleza, ya que puede que no haya 

sido asumida libremente por el prestador de servicios frente al usuario digital, sino 
impuesta por la ley67. 

Siguiendo los pasos de la jurisprudencia alemana 68 , para determinar si la 
reclamación relacionada con la aplicación privada del RSD es de naturaleza 
contractual o extracontractual, debe aplicarse la doctrina que sentó el TJUE en su 

sentencia Wikingerhof69 . Con arreglo a ella, la obligación sería extracontractual 
cuando no sea imprescindible interpretar el contrato para evaluar la licitud de la 

conducta objeto de examen, y viceversa, de modo que parece que las obligaciones 
del RSD serían tanto contractuales como sobre todo extracontractuales, y en 
particular actos de competencia desleal.  

Por ejemplo, la obligación de diligencia debida contenida en el art. 14 del RSD, que 
se refiere a la transparencia de los términos y condiciones del proveedor de 

servicios, debería considerarse claramente una obligación contractual, toda vez que 
se impone debido a la existencia de los términos y condiciones —es decir, el 
contrato—. Por el contrario, obligaciones como la incluida en el art. 40.12 RSD que 

obligaría a las plataformas a permitir a los investigadores el acceso a una 
determinada cantidad de datos, deben considerarse extracontractuales, ya que se 

imponen independientemente de cualquier contrato70.  

Sin embargo, puede que no resulte tan sencillo clasificar otras obligaciones del RSD, 
y esta compleja cuestión se refleja perfectamente en las diferentes posiciones 

doctrinales que se han vertido en torno a esta cuestión, las cuales no especifican 
qué obligaciones del RSD serían contractuales o extracontractuales71. En última 

 
67 PLENDER R. y WILDERSPIN M. The European private international law of obligations , op.cit., p. 
60.  
68 Sentencia LG Berlin II, de 13 de mayo de 2025, caso núm. 41 O 140/25 eV, ap. 21, versión en línea 
accesible en: https://openjur.de/u/2526186.html.  
69 STJUE de 24 de noviembre de 2020, en el asunto C-59/19, Wikingerhof GmbH & Co. KG v 

Booking.com BV (ECLI:EU:C:2020:950).  
70 Sentencia LG Berlin II, de 13 de mayo de 2025, caso núm. 41 O 140/25 eV, ap. 21, versión en línea 
accesible en: https://openjur.de/u/2526186.html. 
71 Véase, p. ej., RAUE B. “Art. 54. Entschädigung”, op.cit., p. 810, y HUSOVEC M. Principles of the 
Digital Services Act, op.cit., pp. 429, 438 y 439.  
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instancia, sería necesario realizar un análisis caso por caso, lo cual dificultaría la 
determinación de los tribunales competentes y de la ley aplicable.  

iii) En tercer lugar, salvo en el caso del régimen específico en materia de consumo 
previsto en los arts. 17 a 19 RB I bis y de los acuerdos de sumisión expresa y tácita 

contemplados en los arts. 25 y 26 del RB I bis, el Reglamento Bruselas I bis no 
puede aplicarse si los prestadores de servicios intermediarios tienen su domicilio en 
terceros países (art. 4 RB I bis), incluso si están sujetos al RSD por operar en la 

Unión (art. 2.1 RSD).  

En estas circunstancias, para determinar los tribunales competentes en cada Estado 

miembro sería necesario aplicar las normas establecidas en los convenios 
internacionales y, en su defecto, en las normas nacionales (art. 6 RB I bis). Y el 
problema sería que, normalmente, estas no permiten someter a la jurisdicción de los 

Estados miembros a dichos demandados domiciliados en terceros países 72. Por lo 
tanto, no sería posible someter al prestador de servicios a los tribunales de ningún 

Estado miembro y el RSD quedaría sin efecto, ya que un tercer país no estaría 
obligado a aplicarlo y sería poco probable que lo hiciera, especialmente teniendo en 
cuenta que el instrumento no está llamado a producir un “efecto Bruselas”73. 

Aunque estas situaciones no serán las más habituales, podrían darse. Un ejemplo 
de ello sería la red social SnapChat, que, aunque opera en la Unión y, por lo tanto, 

está sujeta al RSD —de hecho, fue designada como una plataforma en línea de gran 
tamaño en el sentido del art. 33 RSD por la Comisión Europea74—, tiene su domicilio 
en un tercer país (el Reino Unido) y, por lo tanto, los usuarios digitales que se vean 

dañados por su comportamiento no podrían demandarla ante ningún Estado 
miembro, por mucho que hubiera incumplido los imperativos del RSD.  

En definitiva, las tres razones expuestas anteriormente representan tan solo algunos 
de los factores que explican por qué la aplicación de las normas genéricas del 
Derecho Internacional privado no resulta especialmente adecuada en la aplicación 

privada del RSD. En concreto, surgen problemas de calificación y resulta difícil 
someter a algunas grandes empresas tecnológicas a la jurisdicción de los Estados 

miembros, lo cual podría frustrar la determinación de la competencia judicial 
internacional y de la ley aplicable y, a la postre, la aplicación privada del RSD. 

 
72 ESPLUGUES MOTA C. y PALAO MORENO G. Derecho Internacional privado, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2025, p. 134.  
73 Entre otros, véase WEIGL, L. y GUZIK, A. “In Brussels we trust? Exploring corporate resistance in 
platform regulation”, Law, Innovation and Technology, vol. 17, núm. 1, 2025, pp. 353-356. 
74 Decisión de la Comisión Europea, de 25 de abril de 2023, por la que se designa a Snapchat como 

plataforma en línea de muy gran tamaño, con arreglo al artículo 33, apartado 4, del Reglamento (UE) 
2022/2065 del Parlamento Europeo y del Consejo, C (2023) 2730 f inal.  
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Sin lugar a duda, el legislador europeo, o como mínimo el TJUE, deberían abordar 
estas cuestiones para garantizar la correcta aplicación del RSD, al menos desde una 

perspectiva de Derecho Internacional privado. Sin embargo, esta cuestión excedería 
nuestro objeto de estudio, que ha tratado de poner de relieve el importante papel del 

Derecho Internacional privado en la aplicación privada del RSD, así como la 
complejidad que surge al aplicar las soluciones pertenecientes a aquella disciplina a 
esta según el estado actual de la legislación.  
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